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Don Antonio Agudo Moreno interpuso recurso gubernativo contra la
anterior calificación y ale~ó que las. subastas judiciales, una vez
celebradas. son por imperatIVO lepI irrevocables, conforme al artículo
1.448 y siguientes de la Ley de EnJuiciamiento Civil. Que la denegación
de la inscripción registral de la escritura pública de compraventa se
fundamenta en que consta en el Registro una anotación letra A) de fecha
ante!ior a la anotación letra B) (dimanante del procedimiento 539/1985,
segUIdo ante la Magistratura de Trabajo numero 1 de las de Madrid), y
se considera que es procedente su inscripción, además de por ser una
esct:itura pública judicial; \?tOl~ad~. por el Magistra~o de Trabajo,
denvada de la subasta pubhca JudIclal de la finca obJeto de aquélla,.:..
porque la legislación especial en materia de suspensión de pagos no se
opone a la inscripción registral. Que el crédito del actor-ejecutante era
un crédito singularmente privilegiado contra la masa de la suspensión de
pagos. independientemente del procedimiento concursa1, y que no se ve
afectado en modo alguno por las vicisitudes del ex.pediente de suspen­
sión de pagos, si al actor-ejecutante no le afectó el expediente de
suspensión de pagos en su procedimiento laboral, mucho menos le va
a afectar al adquirente en subasta pública e irrevocable. Que todo el
procedimiento judicial laboral 539/1985 de la Magistratura de Trabajo
número J de las de Madrid. se dirigió, desde el primer escrito de
demanda hasta el ultimo, contra la Empresa demandada «Rodolfo Lama
Construcciones, Sociedad Anónim3», así como contra la intervención
judicial de la misma, en la persona de su representante legal, los
Interventores don José Ramón Docal Labaen y don José Francisco
Saavedra Rodríguez y el Interventor acreedor Banco Pastor, represen­
tado por don José Luis Campo Insúe, por lo que resulta sorprendente
que a posteriori el Registrador de la Propiedad número 8 de Madrid
proceda a denegar la inscripción registral de la escritura y del manda·
miento judicial. El cumplimiento de la legalidad fonna! y material en el
procedimiento judicial citado es suficiente p;rantía jurídica, tanto de la
demanda como de su intervención judiCIal, de los acreedores y de
cualquier otro tercero. Que la responsabilidad sobre la legalidad de
dichos documentos que se presentaron para su inscripción corresponde·
ría. en todo caso, a la ilustrísima señora Magistrada-Juez de Trabajo
numero I de Madrid, por 10 que se entiende hay una total extralimita­
ción de funciones del señor Registrador, así como una profunda y total
incoherencia en las resoluciones de denegación de las inscripciones
registrales. Que el Registrador de la Propiedad está incurriendo en
responsabilidad al incumplir un mandamiento judicial, por lo que está

I1I

Posterionnente, el día 17 de diciembre de 1986, la citada Magistrada
de Trabajo expidió mandamiento al Registrador de la Propiedad
número 8 de Madrid para que de conformidad con lo establecido en la
regla 17 del artículo 131 de la Ley Hipotecaria. proceda a la cancelación
de la carga que garantizaba el crédito del actor y que dio lugar al
procedimiento y las cargas, gravámenes, inscripciones o anotaciones
posteriores. incluso la que se hubieren verificado después de expedida la
certificación a la que alude la regla 4.11 del citado artículo 131.

11

Presentados la escritura y el mandamiento judicial anteriormente
citados en el Registro de la Propiedad numero 8 de los de Madrid,
fueron, respectivamente, calificados con las siguientes nota~: «No
practicada la inscripción del documento que precede en el Reglstro de
la Propiedad numero 8 de Madrid, por constar en el mismo la anotación
letra A), digo, de suspensión de pagos de fecha anterior a la anotación
de embargo letra B), dimanante del procedimiento 539/1985, seguido en
la Magistratura de Trabajo numero 1 de Madrid. Se hace constar que
esta anotación de embargo letra B). figura registrada sin perjuicio de los
efectos derivados de la anotación de suspensión de pago letra A).
Madrid, 6 de febrero de 1987.-El Registrador. Firmado: Eugenio
Femández Cabaleiro)).

«No practicada la cancelación ordenada en el mandamiento que
precede en el Registro de la Propiedad número 8 de esta capital, por
ex.istir defectos que impiden la inscripción de la escritura de 16 de
diciembre de 1986, otorgada por la ilustrísima señora doña Milagros
Calvo Ibarlucea Magistrada·Juez de la Magistratura de Trabajo numera­
l de Madrid, y autorizada por el Notario de Madrid don Francisco
Javier López Contreras, segun más extensamente consta en la nota
puesta al pie de dicho documento. Madrid. 6 de febrero de 1987.-EI
Registrador. Firmado: Eugenio Fcrnandez Cabaleiro».

III.

RESOLUCION de 3 de noviembre de 1988. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. en el recurso
gubernativo interpuesto por don Antonio Agudo ,\foreno
contra la negativa del Registrador de la Propiedad número
8 de ,Madrid. a inscribir una escritura de compraventa JI a
practicar determinadas cancelaciones, en virtud de apela­
ción del señor Registrador.
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HECHOS

Con.fecha 19.de febrero ~e 1985, la Dirección Provincial de Trabajo
y Segundad SocIal de Madnd. acordó la resolución de los contratos de
trabajo entre la Sociedad «Rodolfo Lama Construcciones Sociedad
Anónima», y .105 trabajad\?res. Uno de dichos trabajadores: don Juan
Manu~l R?dnguez Prada, IOterpuso demanda ante la Magistratura de
TrabaJ~ numero 1, de las de Madrid. en reclamación salarial comple·
mentana de 528.6.79 pesetas: .más un 10 por 100 de interés legal por
demora en pago, siendo admitida tal demanda con fecha 19 de abril de
1985. dio lugar al procedimiento laboral número 539/1985 y ejecutivo
37211985. '

~l día 1~ de septiembre de 1985 se dictó sentencia, condenando a la
S~eda4 Citada a pagar al actor la cantidad reclamada, que fue
notIficada a la dema~da;d!1 con fecha 25 de septiembre de 1985. así como
a los Interventores JudICiales y al Fondo de Garantía Salarial.

Ante la falta de pago de la cantidad reclamada más 100.000 pesetas,
que se calcularon para costas y gastos, por providencia de 28 de octubre
de 1985, se ac~rdó decretar el embargo de bienes propiedad de la
Empresa apremiada, en cantidad suficiente a cubrir el importe del citado
principal, y por providencia de 29 de noviembre de 1985 se acordó
embargar la vivienda número 4 situada en el piso primero izquierda de
la casa numero 25, hoy 26, de la calle de José Barbastre barrio de la
Elip.8, de Madrid, finca registral número 19.408, pert~neciente a la
Sociedad .demandada, encontrándose gravada con las siguientes cargas:
a) Una h.lpoteca !! favor del Banco de Crédito de la Construcción, hoy
Banco Hlpotecano de España; b) Una anotación letra A) de suspensión
de pag\?S, ~erivada del expediente 628/1983, del Juzgado de Primera
InstancIa numero 16 de los de La Coruña, de fecha 20 de julio de 1983
Y c) .Otra anotación preventiva de embargo letra B), ordenada por I~
Magistratura de Trabajo numero 1 de las de Madrid, en reclamación de
cantidad para responder de la cantidad adeudada más las 100.000
pesetas antes referidas, de fecha 3 de febrero de 1986, en la que se hizo
constar expresamente que se practicaba «sin peIjuicio de los efectos
derivados de la anotación letra A)>>.

Citada de remate la demandada sin opción. por mandamiento de 2
de ene~o de 1986, se ac:ordó la anotación preventiva de embargo letra B)
antes clt~da, e!1 el Registro de la Propiedad número 8 de los de Madrid.
Por providenCia de 28 de abril de 1986 se acordó sacar a subasta la finca
embargada, y declaradas desiertas las dos primeras convocatorias de la
su~a~ta, por falta de lici,ta~ores, se celebró la tercera, sin sujeción a tipo,
aSIstIendo a ella como. umco postor don Juan Manuel Rodríguez Prada.
Por auto de 11 de septIembre de 1986 se acordó la adjudicación en venta
de .la finca subastada, en calidad de ceder a favor del citado señor, por
el Importe de 450.000 pest:tas. Con fecha 29 de septiembre de 1986, fue
aprob~do el remate del bien .emb~rgado a favor de los cónyuges don
Antomo Agudo Moreno y dona Cnstina de la Rubia Blasco arrendata­
rios de la vivienda por cesión del rematante. El día 16 de diciembre de
1986 los citad!?s cónyuges y la ilustrísima señora doña Milagros Calvo
Ibarlucea M!!gtstrada-Ju~z de la Ma~stratura de Trabajo numero 1 de
las de Madnd, en rebeld18 de la SOCledad «Rodolfo Lama Construccio­
nes,. Sociedad Anónima» y de sus Interventores judiciales otorgaron
escntura de compraventa ante el Notario de Madrid don Francisco
Javier López Contreras.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por don Antonio
Agudo Moreno contra la negativa del Registrador de la Propiedad
número 8 de Madrid, a inscribir una escritura de compraventa y a
practicar determinadas cancelaciones, en virtud de apelacIón del señor
Registrador.
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incurriendo en un claro desacato a la Magistratura de Trabajo número 1
de las de Madrid. Que la denegación de la inscripción registral, causante
de este recurso. pone al descubierto el total desconocimiento del
señor Registrador de la legislación y doctrina jurisprudencial en mat~ria
de suspensión de pagos, así corno la legIslación y Jurisprudencia laboral
en reclamación salarial. Que como fundamento de derecho se señalan:
1.0 Los Anículos 1.448 y siguientes y concordantes de la Ley de Enjuicia­
miento Civil, en cuanto a la regulación de la subasta pública judicial en los
procedimientos de ejecución de sentencia, y en conexión con los
artículos 200 y siguientes de la Ley de Procedimiento Laboral, reguladores
de las ejecuciones de sentencia en la jurisdicci0n laboral. 2. Q Artículo 32
de la Ley 8/1980 del Estatuto de los Trabajadores. 3.1) La Ley de
Suspensión de Pagos, de 26 de julio de 1982 y la doctrina sobre las deudas
posteriores a la suspensión de pagos o «deudas contra la masa.». 4." Sen:
1encia del Tribunal Supremo, de 26 de enero de 1986. 5.° AItículos
4 y 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 6.<) El CaJiga Penal
regulador del delito de desacato, respecto a las acciones penales. 7." Los
artículos 24 y 118 de la Constitución Española.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, informó: Que
a fin de clarificar el ámbito del recurso se manifiesta que el Registmdor
al calificar ha de tener en cuenta, exclusivamente, los documentos objeto
de la calificación y los asientos del Registrado y, como consecuencia de
ello, tales son los' únicos elementos valorables en este recurso. Así lo
declaran muchas resoluciones de la Dirección General de los Registros y
del Notariado, entre otras, la de 18 de diciembre de 1985. Que el
Registrador al calificar y despachar los documentos ha de ha<.:erlo por el
orden de su presentación y, por regla general, no ha de tener en cuenta los
documentos que hayan sido presentados posteriormente al calificado,
salvo que se trate de documentos conexos que es precisamcnte lo que
ocurre en el presente caso. Así que la calificación negativa del posterior
-escritura pública de adjudicación arrastra y condiciona la denegación del
primero- el mandamiento judicial. que según consta en el mismo es una
consecuencia de haberse transmitido la finca en virtud del procedimiento
a que se refiere la anotación de ~mbargo que se ordena cancciar. Que la
cuestión de fondo del presente recurso se centra en los efectos que
produzca la anotación por la que se haga constar la suspensión de pagos.
En este punto deben examinarse dos aspectos: 1) Si se produce o no el
cierre registra! para las anotaciones preventivas de embargo que hayan de
practicarse después de la constancia registral de la suspensión de pagos. y
2) Si admitiendo las anotaciones preventivas de embargo posteriormente
a la constancia registral de la suspensión de pagos, ello, no obstante y
como consecuencia de la penalización que a todas l::ls ejecuciones impone
el artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos, la advertencia de quedar
supeditadas o subordinadas a los efectos de la suspensión de pagos,
acarrea Que haya de rechazarse la registración de una eventual transmisión
derivada de una ejecución -con constancia en la anotación de embargo­
que no se paralizó y continuó sus trámites. La primera de las cuestiones
planteadas ha sido objeto de muy contradictorias opiniones doctrinales y
la doctrina de la Dirección General de los Registros y del Notariado ha
evolucionado a través de las resoluciones de 15 de febrero de 1962, 14 Y
26 de noviembre de 1968 y 20 de febrero de 1987. Pues bien, cuando se
presentó para anotarse el embargo acordado por la Magistratura de
Trabajo número 1 de las de Madrid, con posterioridad a la constancia
registra! de la suspensión de pagos, se practicó la anotación letra B), sin
peIjuicio de los efectos derivados de la suspensión de pagos letra A),
consecuentemente con la doctrina de la Dirección General que se
contempla en la última resolución-citada. La seguñda de las cuestiones
planteadas puede contemplarse desde los siguientes puntos de vista: a)
Aspecto procesal. La resolución judicial admItiendo la solicitud de
declaracióQ de suspensión de pagos, que se publica por la anotación letra
A) de la finca número 19.408 produce los efectos que -se deducen
fundamentalmente de los artículos 4 y 9.4 de la Ley de Suspensión de
Pagos. Lo cierto es que la paralización se provoca por la mera resolución,
admitiendo la solicitud de la declaración de suspt;:nsión de pagos, y en este
sentido hay Que destacar la sentencia de la Audiencia de Madrid de 8 de
julio de 1982, que declaró Que la masa pasiva debe permanecer inalterada
a partir de la solicitud de tal declaración (Sentencias de 1 de mayo de 1929
y 7 de febrero de 1957), ya que la providencia teniendo por hecho lo
solicitado origina la cuasi ocupación de los bienes del deudor y conviene
en concursales los créditos de los acreedores, impidiendo la ejecución
singular que conlleva el requerimiento de pago del artículo 1.442 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, no factible de verificarse por el Juzgado al
suspenso, ni atenderse por éste, imposibilitado como se encuentra por la
regla l.a del artículo 6 de la Ley, sin el acuerdo de los Interventores y, en
definitiva, la estimación contraria favorecena a unos acreedores en
petjuicio de los restantes y del mismo suspenso al disminuir el patrimonio
de éste. En este mismo sentido pueden citarse el auto de la Audiencia de
Barcelona de 9 de marzo de 1976 y la sentencia de la Audiencia de Burgos
de 7 de diciembre de 1983. Como la Ley de Suspensión de Pagos habla
solamente de «procedimientos judiciales», alguna pane de la doctrina
entendió Que no se refiere el precepto a los embargos y administraciones
labOrales decretadas por Magistraturas de Trabajo y Tribunales de esta
jurisdicción, pero esta opinión ha quedado sin ningún apoyo a la vista de
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la unidad de la jurisdicción que proclaman los articulas 26 y 92 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial 6/1975, de 5 de julio; b) Aspecto sustantivo
de prelación de créditos. En este punto hay que señalar: 1) La sentencia
de 16 de diciembre de 1982 del Tribunal Central de Trabajo. 2) El auto
dictado el 18 de mayo de 1983 por el excelentísimo señor Presidente de
la Audiencia Territorial de Bilbao en recurso gubernativo. 3) Que de ello
se infiere que para seguir la ejecución y no paralizarla, una vez llegada la
sentencia, debe ser consentIda por el Juzgado de la suspensión o, en otro
caso, si la decisión jurisdiccional dictada en decreto de competencia fuera
favorable en cuanto al fondo y [a forma a la competencia de la
Magistratura de Trabajo, declarando preferente un crédito y reclamable y
ejecutable fuera de suspensión. y 4) Que en todo caso en los documentos
calificados no constan los datos precisos para saber' la naturaleza del
crédito. c) Aspecto registra!. Que de acuerdo con 10 establecido en los
anículos L último párrafo. de la Ley Hipotecaria, y 101 del Reglamento,
se deduce que el Registrador no puede declarar derechos, establecer
preferencias ni resolver cuestiones en las que exista o pueda existir
contienda entre partes, ya que a los Juzgados y Tribunales es a quien
compete esa función, anículo 66 de [a Ley Hipotecaria, asi que por clara
que fuere la preferencia del derecho del actor no es dable reconocerla ni
aceptarla en sede del Registro. La única excepción sena el acuerdo inter
panes, asignando preferencias o declarando los derechos respectivos y si
la declaración estuviera dentro de la esfera de los actos voluntarios y no
existieran otros intereses en juego que debieran ser amparados, el
Registrador podria calificar [os documentos precisos y admitir o rechazar
su registración y, aún ello, teniendo en cuenta en muchos casos el
procedimiento que establece el artículo 83 de la Ley Hipotecaria. De
accederse a lo pretendido por el recurrente, seria obligado cancelar
también la anotación letra A), sin orden, ni aún conocimiento del Juzgado
que la decretó. Que por ello la nota necesariamente tuvo que ser contraria
a la práctica de los asientos pretendidos en aras del principio de tutela
judicial, que se extiende y salvaguarda tanto la anotación letra B) en la que
apoya su derecho el recurrente. como la anotación letra A), en la que se
publican y defienden los intereses de los afectados por la suspensión de
pagos. y sin que ello implique ninguna decisión sobre el derecho que
resulte preferente.

V

El ilustnsimo Magistrado~Juez de la Magistratura de Trabajo número
1 de las de Madnd, tnformó que procede la inscripción registral de la
escntura pública otorgada ante el Notano de ;\üdnd don Francisco Ja"ier
López Contrcras, con fecha 16 de diciembre de 1986. Que la providencia
de embargo del inmueble fue notificada a la Empresa ejecutada y a los
Interventores de la suspenSión de pagos, sin que se presentase recurso
alguno, y una vez que adqUIrió finneza dio lugar al mandamiento que
motivó la a~otación letra B). Que una vez que se ha aprobado el remate,
la venta es lITevocable, por tratarse de una subasta pública judicial, sin
G.ue sea obstáculo la declaración de suspensión de pagos de la Empresa
eJecu.tada, ya que el acreedor laboral tIene derecho de ejecución separada
con md.ependencia del procedimiento de suspensión de pagos. Criterio
manteOldo por el Tribunal Supremo, sentencia de 26 de enero de 1986.
Que en cuanto al mandamiento judicial de cancelación de cargas, que
procediendo la inscripción de la escritura pública, como se ha dicho, una
vez inscrita ésta, lo procedente es la inscripción de la cancelación de cargas
ordenada en mandamiento de fecha 17 de diciembre de 1986.

VI

El Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid revocó la nota del
Registrador, fundándose en que la negativa de la inscripción de la
escritura pública de' compraventa conduce forzosamente a tratar el
problema de si el crédito de naturaleza salarial está sometido al régimen
jurídico del articulo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos o si no es
aplicable este precepto, siendo los crédi tos salariales «deudas de la maSID)
y no ~~deudas en la maSID>, con la consecuencia de que puedan ser
satisfechas fuera del procedimiento universal de ejecución o convenio,
pues bien, no puede existir duda alguna sobre el carácter singularmente
privilegiado del crédito ejecutado, puesto que los créditos surgidos con
posterioridad a la iniciación del procedimiento de suspensión no quedan
afectados por la paralización de embargos constituidos con anterioridad,
y su ejecución extracontractuaL con la consiguiente validez material y
registral de las necesarias compraventas viene determinada por los
artículos 15.3 de la Ley de Suspensión de Pagos; 32 del Estatuto de los
Trabajadores, y 1.448 de la Ley de Enjuiciamiento CiviL

VIl

El señor Registrador apeló el auto presidencial; manteniéndose en sus
alegaciones, y añadió que en cuanto a la afirmaclón contenida en dicho
auto de que el tema se reduzca a dilucidar si el crédito de naturaleza
salarial está sometido o no al régimen jurídico del articulo 9 de la Ley de
Suspensión de. Pagos, se considera que no son esos los términos del
planteamiento y, además, tal circunstancia no se deriva de los documentos
calificados.
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Excmo. Sr. Subsecretario.
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ORDEN 413/38977/1988. de iD de noviembre, por la que
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la AudienCIa
Territorial de Madrid. dictada con jecha 15 de enero de
1988, en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don Manuel FernánJez Fuentes.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Audiencia Territorial de Madrid, entre partes, de
una como demandante, don Manuel Femández Fuentes, quien post.ula
por 'sí mismo, y de otra, como demandada. la Administración Púbh.c.a,
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra ResolucI~n
de 4 de febrero de 1986, sobre reingreso en el Cuerpo de la GuardIa
Civil, se ha dictado sentencia, con fecha 15 de enero de 1988, cuya parte
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando como desestimamos el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por ~el Procurador don José Luis
Granizo GaTcía-Cuenca, en nombre y representación de don Ma~~el

Femández Fuentes, contra la Resolución del excelentísimo señor MInIS­
tro de Defensa de 4 de febrero de 1986, desestimatorio del recurso de
reposición interpuesto por dicha parte contr~ el acuerdo de dicha
autoridad que desestimó el recurso de alzada, lOterpuesto por .la p~r::e
actora, contra la Resolución del Director general de la GuanlIa CIVIl,
denegatoria de la petición de reingreso en el Cuerpo, debemos dee.larar
y declaramos dichas Resoluciones conformes con el ordenamIento
juridico y todo ello sin hacer declaración en las costas procesales
causadas.

Esta resolución es firme y frente a la misma no cabe recurso
ordinario alguno, sin perjuicio de los extraordinarios de apelación y
revisión en los casos y plazos previstos en los articulas 101 y 102 de la
Ley de Jurisdicción.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.))
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MINISTERIO DE DEFENSA

ORDEN 413/38978/1988, de 10 de noviembre, por la que
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la AudienCIa
Nacional, dictada con fecha 27 de junio de 1988. en el
recurso contencioso-aámjnistrativo interpuesto por don
Angel Méndez Almeida.

Excmo. Sr.: En el recu~so contencioso-administrativo seguido -erf
única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Nacional, entre
partes, de una, como demandante, don Angel Méndez Alm~id.a, qu!en
postula por sí mismo, y de ot~, como demandada, la AdmInistraCión
Pública, representada y defendIda por el Abogado del Estad~, con:t!a
Resoluciones de 19 de mayo y 22 de agosto de 1986, sobre c1aslfi~cl0n
al empleo de Coronel, se ha dictado sen~encia, con fecha 27 de juma de
1988, cuya parte dispositiva es como SIgue:

~~Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Angel Méndez Almeida contra las Resoluciones del
Ministerio de Defensa de 19 de mayo y 22 de agosto de 1986, debemos
declarar y declaramos ser las mismas conformes a derecho, sin hacer
imposición de costas.

AsÍ, por esta nü:estra sentencia que se notifi~ .haciendo la
indicación que prescnbe el artículo 248.4 de la Ley Organ~ca 6/198.5, y
testimonio de la cual será remitido en su momento a la oficma de ong~n
a los efectos legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunCIa­
mos, mandamos y finnamos.)~

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.0 de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marz;o.
dispongo que se cumpla en sus propios términos la expresada sentenCIa.

Madrid, 10 de noviembre de 1988.-P. D., el Director general de
Personal, José Enrique Serrano Martínez.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora.
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956 y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.0 de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo,
dispongo que se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 10 de noviembre de 1988.-P. D., el Director general de
Personal, José Enrique Serrano Martínez.

Excmos. Sres. Subsecretario y Director general de la Guardia Civil.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los artículos 83 y 84 de la Ley Hipotecaria; ~6 't 32 del Estatuto
de los Trabajadores; 4,5,6,9 Y 15.3 de la.Ley de 26 deJuho de 19?2, sobre
suspensión de pagos; la sentencia del Tnbunal Central de TrabaJo, de 12
de enero de 1988, y la resolución de 29 de junio de 1988.

1. Las circunstancias delimitadoras del supuesto de hecho debatido
en el presente recurso son las siguientes:

En el folio registral abierto a determinado bien constan, por el
siguiente orden cronológico, una anotación. letra A). de suspensión de
pagos de la titular registra! del bien. en expediente seguIdo ante el.J.uzgado
número 2 de La Coruña, con el número 628/1983, y una anotaclOn letra
B) del embargo acordado por la Magistratura de Trabajo número .1 de
Madrid, en el procedimiento ejecutivo número 372/1985, para la eJecu­
ción de la sentencia dictada por esa misma Magistratura el 18 de
septiembre de 1985 en el procedimiento 539fl985, por la que se condena
a la Entidad suspensa al pago de cie~ c~ntidad cu~~ redama~ión
derivada del acuerdo de la Dirección Prov1OcIal de TrabajO y Segundad
Social de Madrid de 19 de febrero de 1985, por la que se resuelven ciertos
contratos de trabajo, entre ellos el del ahora demandante.

Se presentan al Registrador para su despacho los siguientes documen­
tos:

a) Una escritura pública otorgada por el Magistrado de Trabajo
número 1 de Madrid, con rebeldía del suspenso y de los Interventores en
la que se documenta la· enajenación judicial alcanzada en el juicio
ejecutivo antes reseñado con el número 372/1985, de los antecedentes de
dicha escritura resulta Que la sentencia condenatoria dictada contra el
suspenso fue notificada a los Interventores pero no consta que éstos
tuvieran con anterioridad otra participación en el pleito, y tampoco
aparece que la citación de remate, la comunicac~ón de las fechas fijadas
para celebración de las subastas, de la cantIdad ofreCIda y de la
adjudicación al rematante se practicaran respecto de los Interventores.

b) Un mandamiento judicial dietado por el mismo Magistrado de
Trabajo número 1 de Madrid, en el que únicamente se ordena l.a
cancelación de la anotación de embargo que se ordenó en el procedI·
miento seguido ante esa Magistratura, y de las cargas y gravámenes y
asientos posteriores, entendiendo suhsistentes todas las cargas anteriores
o preferentes al crédito reclamado que puedan subsistir.

2. El Registrador no practica los asient!Js solicitados por la exclusi.va
razón de constar una anotación de suspenSIón de pagos letra A) antenor
a la anotación de embargo letra B), ésta se había extendido sin perjuicio
de los efectos derivados de aquel expediente. Este obstáculo, por la
generalidad con que se enuncia, evidentemente no es por sí sólo suftciente
para la negativa, porque hay supuestos en que no obstante la anotación
de suspensión es posible la inscripción de una adjudicación del bien. Es
en el informe de defensa de la nota (trámite procedimental extemporáneo
-artículo 1I6 del Reglamento Hipotecario-) cuando se completa ésta,
especificando que es la paralización que a todas las ejecuciones impone el
artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos la que determina el rechazo
de la registraeión de la eventual transmisión derivada de una ejecución
que no se paralizó.

3. Más en este punto lleva razón el auto apelado cuando afirma que
los créditos singularmente privilegiados no quedan afectados por la
iniciación del expediente de suspensión de pagos, ni sujetos a la
paralización prevista en el artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos,
pudiendo ser satisfechos al ma!J1;en del procedimiento universal, así se
desprende del inciso final de dicho articulo 9 cuando deja a salvo el
derecho de los acreedores privilegiados al cobro de sus créditos, así. como
del artículo 15.3 de la misma Ley cuando señala que determmados
créditos, si hubieran utilizado el derecho de abstención que les corres­
ponde, no quedan obligados por lo Qt:le en el convenio se acordare: Ca~.n,
pues, ejecu~ones aisladas sob~ los bl~n~s del suspenso pese a la .sItuac~on
de suspenSlón de pago. CuestIones dIstmtas son las de deterrnmar S1 el
crédito que ahora se pretende hacer valer ~s de l~s q1:1e go~. d.e tal
cualidad, y cuáles serían las garantías que en dlchas ejecuciones mdivldua­
les hayan de observarse, a efectos registrales, en función de la intervención
a que se hayan sometido el supuesto (artículo 6 de la Ley de
Suspensión de pagos), y del legitimo derecho de los restantes
acreedores para evitar que esas ejecuciones aisladas se funden
en un crédito que carezca de tal posibilidad; ahora bien, dada la
necesaria delimitación de la materia a decidir en el recurso gubernativo
en función del escrito de interposición y de la nota impugnada (artículos
113 y 117 del Reglamento Hipotecario), estos últimos aspectos no
pueden ser ahora examinados y ello sin perjuicIO de la. faculta~ que al
Registrador atribuye el artículo 127 del Reglamento Hlpotecano,

Esta Dirección General, con la conformidad del Consejo Consultivo.
ha..acordado desestimar el recurso interpuesto.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. E.
para su conocimiento y efectos.

Madrid, 3 de noviembre de 1988.-El Director general, Jase Cándido
Paz·Ares Rodríguez.

Excmo. Sr. Presidente de.Ja Audiencia Territorial de Madrid.
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